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       SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, febrero nueve de dos mil nueve
Expediente: 66001-31-03-005-2008-00198-02
Acta Nº 39 de febrero 9 de 2009
Procede la Sala a decidir la impugnación de la sentencia dictada el pasado 3 de diciembre de 2008 por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira de esta ciudad, mediante la cual se desató favorablemente la acción de tutela interpuesta en su propio nombre por Jhon Eduardo Castañeda García contra la Gobernación de Risaralda, a la que posteriormente hubo de vincularse a la Alcaldía Municipal de Pereira.
ANTECEDENTES

Manifestó el accionante que interpuso la presente demanda para la protección de los derechos fundamentales a la vida y a la salud, que en su sentir le están siendo vulnerados por la administración departamental representada por el Gobernador Víctor Manuel Tamayo Vargas.

En la solicitud relató que se desempeña como docente del Departamento de Risaralda, ejerciendo labores en el Instituto Agrícola Alto Cauca del municipio de Marsella; que su domicilio y residencia corresponden a esta ciudad al igual que el de toda su familia; que padece de una enfermedad catastrófica; que el centro educativo donde labora se encuentra ubicado en zona rural de difícil acceso, retirado de su sitio de residencia y sobre todo de un centro hospitalario del nivel que requiere para cualquier tipo de atención; que en la actualidad está siendo sometido a un tratamiento por médicos especializados en esta ciudad, que debe ser continuo y, por tanto, se le dificultad demasiado el desplazamiento desde su lugar de trabajo hasta la clínica o consultorio de atención a su enfermedad; que la tutela se instaura para su reubicación laboral teniendo en cuenta que su domicilio, familia y “tratamiento” se encuentran ubicados en Pereira.
Continuó su exposición indicando que el Departamento de Risaralda respondió derecho el de petición que elevó  para efectos de su traslado, pero que esa respuesta no constituyó una solución a su problema, porque ni siquiera se tuvo en cuenta la recomendación médica, pues el municipio de Marsella se encuentra a una gran distancia de Pereira dada sus necesidades actuales, que su situación es crítica ya que su condición física y mental se viene deteriorando cada día. Solicitó, en consecuencia, que se tutelen los derechos reclamados, porque a pesar de tener el privilegio de un empleo, requiere ser trasladado y reubicado en el municipio de Pereira, lo que posiblemente mejorará su calidad de vida.
Allegó fotocopias de un certificado médico laboral, del derecho de petición aludido y su respuesta, así como de su acta de posesión.

El juzgado admitió la acción y dispuso el trámite de rigor con el traslado pertinente a la Gobernación de Risaralda, a la que le solicitó dar respuesta a algunos interrogantes; asimismo ordenó oficiar al “médico tratante” para que precisara y explicara algunas situaciones relacionadas con los hechos de la demanda. 

El profesional de la salud, en escrito visible a folio 15 se pronunció conforme a lo requerido y precisó que el paciente padece Síndrome de Inmunodeficiencia Humana y que se planteó la recomendación de que el señor Castañeda García fuera traslado a otro lugar que no implicara desplazamiento a largas distancias. Por su parte, la apoderada judicial de la Gobernación -Secretaría de Educación- también dio oportuna contestación a la demanda y se refirió a la recomendación en cita para indicar que dentro de las posibilidades reales y legales de la gobernación se le solicitó al Alcalde de Marsella disponer el traslado del docente a un establecimiento educativo ubicado en zona urbana de ese municipio. Indicó también que la administración departamental no podía expedir un acto administrativo de traslado obligando al municipio de Pereira a suscribir un convenio, ante la calidad de ente territorial certificado del mismo, que por ende goza de autonomía en el manejo de su planta de personal, por lo que era necesario determinar si se tenía una vacante en la misma especialidad del docente y suficiente disponibilidad presupuestal para asumir el pago de sus salarios y prestaciones; se citó la normatividad legal respectiva, se aludió al trámite efectuado frente al derecho de petición y se solicitó, así, declarar la improcedencia de la acción de tutela. Finalizó la intervención dando alcance a unas preguntas elevadas por el despacho. 
Con escrito del 9 de septiembre (f. 32, c. 1) la representante judicial de la parte accionada informó que el Secretario de Educación del Municipio de Pereira les comunicó que se encontraba en proceso de expedir los actos de nombramiento para proveer las vacantes existentes en primaria con los aspirantes que superaron el concurso público y que por ello no podría acceder al traslado del señor Jhon Eduardo Castañeda. A folio 34 del cuaderno 1 se consignaron unas constancias secretariales acerca de cuáles municipios del departamento tenían la calidad de certificados, qué centros hospitalarios de los municipios del departamento podrían atender a una persona con la patología que presenta el accionante, salvo consultas especializadas, y sobre los valores del transporte entre Pereira y algunos municipios circunvecinos.
Luego de la declaratoria de nulidad dispuesta en esta sede en conocimiento de la impugnación del fallo dictado por el juzgado de instancia el 12 de septiembre de 2008 por la falta de vinculación al asunto de la Alcaldía Municipal de Pereira, superado ese escollo se pronunció esta entidad y señaló que como el docente hacia parte de la planta de personal del Departamento de Risaralda le competía lograr su reubicación en un establecimiento dentro de su jurisdicción dada la autonomía administrativa del Municipio de Pereira al haber sido certificado por el Ministerio de Educación Nacional y que se encontraban en proceso de proveer vacantes definitivas según listado de elegibles que superaron el concurso.

Se dictó sentencia el día 3 de diciembre de 2008 en la que se tutelaron los derechos reclamados, se le ordenó a la Gobernación realizar los trámites administrativos del caso con la Alcaldía del Municipio para que una vez se presentara la vacante en dicha entidad se procediera prioritariamente al traslado, al igual que se le ordenó a ésta nombrar al accionante en la vacante existente o en forma prioritaria una vez se presentara alguna dentro del casco urbano de la ciudad; ello, con asiento en la calidad de sujeto de especial protección dadas sus condiciones actuales de salud.
Esa decisión causó inconformidad en las entidades accionadas. La Alcaldía sostuvo que no es cierta la suposición anotada en el fallo respecto a la intención de acceder al traslado reclamado por parte de esa dependencia, ahondando en los argumentos de su contestación; por su parte, la gobernación anunció que mediante el Decreto 1339 del 01 de octubre de 2008 se dispuso el traslado del demandante a igual cargo en la institución educativa Liceo Gabriela Mistral del Municipio de La Virginia, por su proximidad con la capital, el que viene desempeñando desde el 15 de octubre pasado, al tiempo que insistió en las competencias de cada una de las demandadas para el manejo administrativo; solicitó dar por cumplida la orden expedida de realizar los trámites con la Alcaldía atendiendo la nueva solicitud que se le elevó y reconocer el traslado que se efectuó del docente a zona urbana de La Virginia, de acuerdo con la recomendación médica obrante en la demanda.
En esta sede, entre otras pruebas, se requirió al médico especialista en Salud Ocupacional Oliverio Aguirre Orozco en relación con el certificado que expidiera, obrante a folio 5 del cuaderno 1, y luego de su respuesta se dejó la constancia mediante la cual se hizo claridad a la misma, teniendo en cuenta la actual ubicación laboral del demandante (f. 16 y 18 , c.3).  
Ahora se procede a resolver, previas las siguientes:
CONSIDERACIONES

La acción de tutela, en los términos del artículo 86 artículo de la Constitución Nacional, desarrollado por los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992, es un mecanismo breve y sumario que le permite a toda persona procurar la defensa de sus derechos fundamentales, con la mediación de un juez, cuando quiera que ellos sean vulnerados o amenazados por una autoridad, o por un particular en determinados casos.

La pretensión en este caso se dirigió a que dada la patología del demandante (Síndrome de Inmunodeficiencia Humana -catalogada como enfermedad catastrófica-), se dispusiera su traslado desde la zona rural de Marsella, donde laboraba como docente, a esta ciudad, para tener todos los cuidados, atenciones y compañía familiar que asegurarían su calidad de vida, de acuerdo con la orden médica de especialista en salud ocupacional para su reubicación en un puesto de trabajo que no implique desplazamiento a largas distancias.
Aquí, para advertirlo de entrada, la recomendación del médico especialista que trata al señor Castañeda García fue acatada, por lo menos para cuando se produjo el segundo fallo, producto de la nulidad declarada. En efecto, como sostuvo la Gobernación de Risaralda, más que una orden del galeno trataba de una recomendación de “considerar traslado a otro puesto de trabajo que no implique desplazamiento a largas distancias”. Es decir, que la misma venía encaminada, no a que tuviera que reubicarse al educador en Pereira, sino en un lugar que facilitara su tratamiento y no le implicara afrontar un largo desplazamiento para la realización de sus labores cotidianas.
En efecto, en procura de brindar una mejor condición laboral al señor Castañeda García, el 01 de octubre del año inmediatamente anterior, se expidió el Decreto 1339 mediante el cual se le trasladó de la zona rural donde se hallaba en Marsella (Risaralda) al casco urbano de La Virginia (Risaralda), plaza que está ocupando desde el 10 de octubre de 2008, situación que viene ajustada al requerimiento que hace el actor y a la prescripción médica, como quiera que el profesional que lo atiende aclaró, según consta a folio 18 del cuaderno 3, que los viajes a la ciudad de La Virginia que efectúe el paciente no inciden en forma negativa en su estado de salud, contrario al obligado desplazamiento que debía realizar cuando laboraba en zona rural, a más de especificar que dicho desplazamiento era similar al que tendría que realizar en caso de trabajar en esta ciudad. 
A esto se suma la anotación que se dejó en primera sede, acerca de que cualquier centro hospitalario ubicado en los municipios del departamento está en capacidad de atender, en general, a personas con la patología del demandante (f. 34, c. 1). 
Así que al margen de la discusión acerca de la posibilidad o no de decretar un traslado por esta especialísima vía, dados los argumentos de cada una de las demandadas en razón de las competencias y autonomías presupuestales, la verdad es que ese análisis se tornaba inane, como que la gestión de la Secretaría de Educación Departamental antes del fallo de instancia, dio al trataste con la denunciada vulneración de los derechos fundamentales a la que aludía el actor, como que se produjo el acto administrativo de reubicación, ceñido a las recomendaciones médicas.
Ello refleja que la cuestión había pasado a un plano diverso, que era el de la carencia actual de objeto por un hecho superado, porque lo que se buscaba por este medio se satisfizo, es decir, que se materializó el interés buscado con esta gestión excepcional, al superarse la pretensión invocada, lo que daba lugar a que se negará la demanda por el hecho que sobrevino y que se le puso de presente al juez de instancia antes de la decisión que se revisa.
  



No ha debido, pues, accederse al amparo y, por tanto, se revocará el fallo motivo de impugnación.
  



DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia dictada por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira el pasado 3 de diciembre por medio de la cual se resolvió la acción de tutela interpuesta por Jhon Eduardo Castañeda García contra la Gobernación de Risaralda, a la que se vinculó a la Alcaldía Municipal de Pereira.  En su lugar, se NIEGA la protección invocada por carencia actual de objeto.

  



En firme esta decisión, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 32 del decreto 2591 de 1991, remítase el expediente a la Corte Constitucional  para su eventual revisión.

          


  
Notifíquese  a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992.




 
Los Magistrados.





JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                          CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

    (Con permiso)
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